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I N F O R M E P A R A LA VISTA 

presen tado en el asunto C - 2 6 3 / 8 8 * 

I. Exposición de los hechos 

1. Marco jurídico 

La Decisión 80/1186/CEE del Consejo, de 
16 de diciembre de 1980, relativa a la aso­
ciación de los países y territorios de ultra­
mar a la Comunidad Económica Europea 

" (DO L 361, p. 1; EE 11/14, p. 3) fue pro­
rrogada sucesivamente hasta el 28 de fe­
brero de 1986 (Decisión 85/159/CEE del 
Consejo, de 26 de febrero de 1985, D O 
L 61, p. 25; EE 11/21, p. 249) y, a conti­
nuación, hasta el 30 de junio de 1986 (Deci­
sión 86/46/CEE del Consejo, de 3 de 
marzo de 1986, D O L 63, p. 94). Su ar­
tículo 137 establece: 

«En lo que se refiere al régimen aplicable en 
materia de establecimiento y de prestación 
de servicios, las autoridades competentes de 
los países y territorios tratarán sobre una 
base no discriminatoria a los nacionales y 
sociedades de los Estados miembros. N o 
obstante, cuando, para una actividad deter­
minada, un Estado miembro no estuviera en 
condiciones de asegurar un trato semejante 
a los nacionales o sociedades de la Repú­
blica Francesa, del Reino de los Países Bajos 
y del Reino Unido de Gran Bretaña e Ir­
landa del Norte establecidos en un país o 
territorio, así como a las sociedades someti­
das a la legislación propia del país o territo­
rio de que se trate y establecidas en este úl­
timo, la autoridad competente de dicho país 
o territorio no podrá conceder dicho trato.» 

El 1 de julio de 1986 entró en vigor una 
nueva Decisión 86/283/CEE del Consejo, 
de 30 de junio de 1986, relativa a la asocia­

ción de los países y territorios de ultramar a 
la Comunidad Económica Europea, aplica­
ble hasta el 28 de febrero de 1990 (DO 
L 175, p. 1). 

Su campo de aplicación se limita a los terri­
torios dependientes de la República Fran­
cesa, a los países y territorios dependientes 
del Reino Unido, a los países dependientes 
del Reino de los Países Bajos y, en parte, a 
Groenlandia (primer considerando de la 
Decisión 86/283). 

El artículo 176 de dicho texto mantiene la 
disposición del artículo 137 de la Decisión 
80/1186/CEE, incluida la reserva de reci­
procidad. 

2. Actuación de la Comisión 

La Comisión observó que las autoridades 
francesas no habían adoptado medidas para 
permitir a los nacionales de otro Estado 
miembro, en posesión del diploma francés 
exigido, establecerse o prestar servicios en 
calidad de médico, enfermero responsable 
de cuidados generales, matrona, odontólogo 
y veterinario en los países y territorios de 
ultramar de Francia (en lo sucesivo, «las 
cinco profesiones»). 

La Comisión considera que el requisito de 
reciprocidad enunciado en los artículos 137 
y 176 de las Decisiones, ya citadas, 
del Consejo, se cumplió, como muy tarde, 
a partir de la fecha de aplicación de las di-

* Lengua de procedimiento: francés. 
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rectivas 75/362/CEE, 77/452/CEE, 
80/154/CEE, 78/686/CEE y 78/1026/CEE 
sobre reconocimiento mutuo de diplomas, 
certificados y otros títulos correspondientes 
a las cinco profesiones. La Comisión re­
cuerda que, en virtud de dichas Directivas, 
los demás Estados miembros están obligados 
a reconocer los diplomas franceses, al igual 
que los expedidos por otro Estado miembro, 
necesarios para el ejercicio de las citadas 
profesiones y que se encuentren en posesión 
de un nacional de la República Francesa, sin 
poder añadir ningún requisito relativo al lu­
gar de establecimiento del interesado. 

Como consecuencia, la Comisión consideró 
que la regulación de las citadas profesiones 
en los territorios franceses de ultramar es 
incompatible con las referidas decisiones del 
Consejo y, mediante carta de 19 de diciem­
bre de 1985, invitó al Gobierno francés a 
presentar sus observaciones en el plazo de 
dos meses. En un escrito recibido por la Co­
misión el 15 de abril de 1986, las autorida­
des francesas no discutieron el incumpli­
miento alegado e indicaron que se estaban 
elaborando las medidas necesarias para 
adaptar las legislaciones locales. Sin em­
bargo, señalaron que la diversidad de proce­
dimientos según los territorios afectados y la 
especificidad de las situaciones locales ha­
cían difícil fijar un calendario preciso, al 
menos antes del mes de junio de 1986. 

A falta de otras comunicaciones, la Comi­
sión emitió, el 27 de mayo de 1987, un dic­
tamen motivado según el cual la República 
Francesa había incumplido las obligaciones 
que le incumben en virtud del artículo 137 
de la Decisión 80/1186 del Consejo, de 16 
de diciembre de 1980, relativa a la asocia­
ción de los países y territorios de ultramar a 
la Comunidad Económica Europea, en su 
versión prorrogada hasta el 30 de junio de 
1986, y del artículo 176 de la Decisión 
86/283 del Consejo, de 30 de junio de 
1986, relativa a la asociación de los países y 

territorios de ultramar a la Comunidad Eco­
nómica Europea. Se invitó a la República 
Francesa a que se atuviere a este dictamen 
en el plazo de dos meses. 

Mediante carta de 3 de agosto de 1987, la 
Representación Permanente de Francia ante 
las Comunidades Europeas comunicó a la 
Comisión las informaciones solicitadas. De 
ella se deduce que no hay ninguna disposi­
ción de Derecho interno que se oponga a la 
libertad de establecimiento y a la libre pres­
tación de servicios de los nacionales de 
otros Estados miembros de la Comunidad 
Económica Europea, que se encuentren en 
posesión de los diplomas franceses exigidos 
para el acceso a las cinco profesiones de que 
se trata, en cuatro de los seis territorios 
contemplados por el dictamen motivado: se 
trata de las Tierras australes y antarticas 
francesas, las islas de Wallis y Futuna, 
Mayotte y San Pedro y Miquelon. 

Por lo que se refiere a los otros dos territo­
rios, las autoridades francesas señalan que, 
por una parte, en Nueva Caledonia y sus 
dependencias, los nacionales de otros Esta­
dos miembros en posesión de diplomas fran­
ceses que den acceso a la profesión de en­
fermero pueden establecerse o prestar sus 
servicios. Sin embargo, se han iniciado pro­
cedimientos legislativos y reglamentarios en 
relación con las demás profesiones. Por otra 
parte, en la Polinesia francesa no se ha re­
gistrado ningún cambio, pero la Asamblea 
del territorio debe pronunciarse acerca de 
las cinco profesiones de que se trata. 

A continuación, las autoridades francesas 
consideraron que debía preverse un plazo de 
seis meses para la adopción, en el ámbito lo­
cal, de los distintos textos necesarios para la 
adaptación de las normativas de ambos te­
rritorios al Derecho comunitario. 
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El 22 de enero de 1988 el representante de 
Francia informó a la Comisión mediante 
una carta acerca de la evolución de la legis­
lación en Nueva Caledonia: el Derecho 
aplicable a los médicos, matronas y ciruja­
nos-dentistas se había modificado en agosto 
de 1987 y el procedimiento relativo a los ve­
terinarios seguía su curso. 

El retraso en la adaptación de la normativa 
de la Polinesia se explicaba, según dicha 
carta, debido a los acontecimientos de di­
ciembre de 1987 que dieron lugar a la for­
mación de una nueva mayoría política, a la 
dimisión del Gobierno del territorio y a su 
sustitución. 

Por considerar que la República Francesa 
no se había atenido al dictamen motivado, 
ya que no había modificado la normativa 
relativa a los veterinarios en Nueva Caledo­
nia, ni tampoco la relativa a las cinco profe­
siones en la Polinesia francesa, la Comisión 
interpuso el presente recurso. 

II. Fase escrita y pretensiones de las partes 

El recurso de la Comisión se registró en la 
Secretaría del Tribunal de Justicia el 23 de 
septiembre de 1988. 

La fase escrita siguió su curso reglamenta­
rio. 

Visto el informe del Juez Ponente, oído el 
Abogado General, el Tribunal de Justicia 
decidió iniciar la fase oral sin previo recibi­
miento a prueba. No obstante instó a la Co­
misión para que le comunicara la carta 
n° 406, de 26 de marzo de 1986, de la Re­
presentación Permanente de Francia ante las 
Comunidades Europeas. 

La Comisión de las Comunidades Europeas, 
parte demandante, solicita al Tribunal de 
Justicia que: 

— Declare que, al no haber adoptado las 
medidas necesarias para permitir a los 
nacionales de otro Estado miembro que 
se encuentren en posesión del diploma 
francés exigido en la materia, estable­
cerse o prestar servicios en calidad de 
médico, enfermero responsable de cui­
dados generales, matrona, odontólogo y 
veterinario en el territorio de ultramar 
de la Polinesia francesa y en calidad de 
veterinario en Nueva Caledonia y sus 
dependencias, la República Francesa ha 
incumplido las obligaciones que le in­
cumben en virtud del artículo 137 de la 
Decisión 80/1186 del Consejo, de 16 de 
diciembre de 1980, relativa a la asocia­
ción de los países y territorios de ultra­
mar a la Comunidad Económica Euro­
pea, en su versión prorrogada hasta el 
30 de junio de 1986, y del artículo 176 
de la Decisión 86/283 del Consejo, de 
30 de junio de 1986, relativa a la asocia­
ción de los países y territorios de ultra­
mar a la Comunidad Económica Euro­
pea. 

— Condene a la República Francesa al 
pago de las costas del procedimiento. 

El Gobierno francés se limita a declarar que 
ha realizado y seguirá realizando todos los 
esfuerzos necesarios para alcanzar una solu­
ción del presente litigio en el plazo más 
breve posible. 

III. Motivos y alegaciones de las partes 

El Gobierno francés no discute el incumpli­
miento en cuanto al fondo. Alega la especi-
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ficidad de la organización territorial de la 
Polinesia francesa y de Nueva Caledonia así 
como el hecho de que este asunto afecta a 
las competencias respectivas de los poderes 
centrales y locales. Además, hace valer los 
esfuerzos realizados por él para alcanzar 
una solución. En particular, hace constar la 
resolución n° 79, de 26 de enero de 1986, 
del Congreso del territorio de Nueva Cale­
donia, que extendió a todos los que estén en 
posesión del diploma francés exigido en la 
materia, la facultad de establecerse y prestar 
servicios de medicina y cirugía veterinaria 
{Journal officiel de la Nouvelle-Calédonie de 
14.2.1989, p. 295). 

Por lo que se refiere a las restricciones al 
ejercicio de las profesiones contempladas en 

la Polinesia francesa, el Gobierno francés 
indica que había preparado un proyecto de 
ley que, en virtud del artículo 74 de la 
Constitución, fue sometido al dictamen de 
la Asamblea territorial. 

La Comisión tomó nota de la información 
según la cual el Congreso del territorio de 
Nueva Caledonia había adaptado la norma­
tiva local a las exigencias del Derecho co­
munitario. Sin embargo, mantiene las con­
clusiones presentadas en su recurso, en par­
ticular por lo que se refiere a las cinco pro­
fesiones afectadas en la Polinesia francesa. 

G o r d o n Slynn 
Juez Ponente 
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